SENTENCIA DE TUTELA 2ª INSTANCIA N°078
RADICACIÓN:   660013187003201800046-01

ACCIONANTE:     JULIA ROSA VILLEGAS C.
CONFIRMA PARCIALMENTE Y ADICIONA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

Providencia:

 Sentencia  – 2ª instancia –24 de agosto de 2018

Proceso:    
      Acción de Tutela 
Radicación Nro. :         660013187003201800046-01

Accionante:                 Julia Rosa Villegas C.

Accionado:
       FOMAG- y otra 
Magistrado Ponente:   Jorge Arturo Castaño Duque

TEMAS:


DERECHO DE PETICIÓN -Reconocimiento reliquidación pensional-/  NO SE HA BRINDADO RESPUESTA  DE FONDO A LA SOLICITUD/ EL ENTE TERRITORIAL TAMBIÉN VULNERÓ EL DERECHO INCULCADO POR FALTA DE NOTIFICACIÓN/ CONFIRMA PARCIAL.  
Del anterior podemos establecer que no obstante que la señora VILLEGAS CASTRO elevó petición en febrero 20 de 2018 para el reconocimiento de la reliquidación pensional, con ocasión de los fallos judiciales que le resultaron favorables -de abril 23 de 2015, del Juzgado Primero Administrativo Oral de Descongestión de Pereira, y de abril 21 de 2017 del Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda-, a la fecha no se le ha resuelto la misma.

Y aunque podría indicarse que la Secretaría de Educación de Dosquebradas obró en debida forma al proceder a la radicación y envío del expediente a la FIDUPREVISORA para que se determinara lo pertinente, como así lo consideró el a quo, también tenía la obligación de comunicarle a la accionante cuál era el procedimiento que se le había dado a su solicitud, pero guardó silencio, con lo cual igualmente se vulneró su derecho de petición.

En similar sentido por parte de la FIDUPREVISORA, como vocera y administradora del FOMAG, se incurrió en tal afectación, ya que si bien la petición no les fue radicada de manera directa, si tenían la obligación de informar a la docente cuál es el trámite que se surte, y en este caso, los motivos por los cuales no se le ha resuelto en debida forma su reclamación, lo que hasta el momento no han realizado, máxime cuando en este caso lo que se sabe es que al parecer la entidad territorial desde junio 13 de 2018 les envió nuevamente la documentación respectiva, por lo que la sentencia emitida en su contra ha de confirmarse.

Así las cosas concluye el Tribunal que la providencia proferida por el funcionario de primer nivel ante a la FIDUPREVISORA también debió adoptarse frente a la Secretaría de Educación de Dosquebradas, a consecuencia de lo cual se confirmará parcialmente la providencia, en cuanto se adicionará para proteger el derecho fundamental de petición también vulnerado por dicho ente territorial, a quien se le ordenará también que de no haberlo hecho con antelación, dentro de las 48 horas siguientes a la notificación de la presente sentencia responda desde el ámbito de su competencia la solicitud elevada por la señora JULIA ROSA VILLEGAS en febrero 20 de 2018.

6.- DECISIÓN 

                          REPÚBLICA DE COLOMBIA

                                         PEREIRA-RISARALDA 
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                                              RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veinticuatro (24) de agosto de dos mil dieciocho (2018)

                                                                    Acta de Aprobación No 699
                                                    Hora: 1:10 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el Vicepresidente de Prestaciones Sociales del Magisterio -en adelante FOMAG-, contra la sentencia proferida por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela presentada mediante apoderada por la señora JULIA ROSA VILLEGAS CASTRO, en contra de esa entidad y la Secretaría de Educación de Pereira.
2.- DEMANDA 

Expresa la abogada de la señora VILLEGAS CASTRO, que mediante solicitud de febrero 20 de 2018 reclamó el cumplimiento de la sentencia emitida por el Juzgado Quinto Administrativo de Pereira y confirmada por el Tribunal Administrativo de esta ciudad, por medio de la cual se ordenó su reliquidación pensional, sin que a la fecha se le hubiera dado respuesta alguna.

Pide se protejan los derechos fundamentales de petición, seguridad social, mínimo vital, debido proceso y acceso a la administración de justicia de la actora y que en consecuencia, por parte del FOMAG y la Secretaría de Educación de Pereira -realmente corresponde a la de Dosquebradas (Rda.)- se acate lo ordenado en la sentencia.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la demanda de tutela el juez de primer nivel corrió traslado al FOMAG y a la Secretaría de Educación del Municipio de Dosquebradas (Rda.), quienes al respecto informaron lo siguiente:

- El Secretario de Educación del Municipio de Dosquebradas, expresa que el fallo contencioso sobre la reliquidación pensional de la señora JULIA ROSA VILLEGAS CASTRO fue radicado en marzo 05 de 2018 con el NURF 2018-PENS-535581 y enviado ese mismo día a la FIDUPREVISORA para su estudio y aprobación, de donde regresa para ser radicado como fallo contencioso y se envía por segunda ocasión en mayo 18 de 2018, sin que a la fecha haya sido devuelto nuevamente para continuar con el trámite, toda vez que según la hoja de información de radicación de la FIDUPREVISORA se encuentra pendiente para estudio desde junio 13 de 2018.  Estima que la competencia es de la FIDUPREVISORA a quien le corresponde aprobar o improbar las peticiones de tal índole, y en cabeza de la Secretaría solo está la responsabilidad de elaborar el acto administrativo, una vez recibidos los documentos de la FIDUPREVISORA con su aprobación.

- El Vicepresidente Jurídico del FOMAG además de hacer referencia a la naturaleza jurídica de dicha entidad y al  procedimiento de reconocimiento de prestaciones económicas, señala que el derecho de petición que originó la tutela no se radicó en FIDUPREVISORA sino ante la Secretaría de Educación de Pereira (sic), la cual debe dar respuesta de fondo a la pretensión de la accionante, máxime que ya se estudió la solicitud de reliquidación pensional, sin darse visto bueno al proyecto de acto administrativo del cual se hicieron unos comentarios que debe subsanar la Secretaría de Educación.  Aduce que dicha Fiduciaria no puede efectuar reconocimientos, modificaciones, correcciones, adiciones o cualquier otro tipo de acto administrativo, ni realizar pago alguno mientras no exista documento que así lo determine.

Finaliza por decir que no se han vulnerado los derechos fundamentales de la accionante, por lo cual solicita se declare improcedente la acción, al existir una falta de legitimación en la causa por pasiva y pide se requiera a la Secretaría de Educación para que efectúe los trámites pertinentes para contestar la solicitud de la actora.
3.2- Agotado el procedimiento a seguir en sentencia de julio 11 de 2018 y dentro del término constitucional, el juzgado de instancia profirió sentencia en la que tuteló el derecho fundamental de petición de la señora JULIA ROSA VILLEGAS y le ordenó al FOMAG, en cabeza de la FIDUPREVISORA, que en el término de dos (02) días siguientes a la notificación de dicha providencia, se dé respuesta de fondo a la petición de la accionante.

4.- IMPUGNACIÓN

El Vicepresidente del FOMAG, además de retomar algunos planteamientos esgrimidos al instante de contestar la acción, reitera que el derecho de petición que originó la tutela no fue radicada en dicha entidad, es decir, ni en el FOMAG, ni en la FIDUPREVISORA, al ser entregado exclusivamente en la Secretaría de Educación de Pereira (sic), máxime que la actora no aportó prueba en el sentido que FIDUPREVISORA, como vocera y administradora del FOMAG, haya omitido dar respuesta a su petición y mucho menos vulnerado derechos fundamentales.  Itera igualmente, que se realizó el estudio de la prestación, como se indicó al responder la tutela, y se envió en calidad de negada a la Secretaría de Educación.

Señala que tanto el ordenamiento jurídico como la jurisprudencia, enseñan que los derechos de petición de los docentes deben ser radicados y respondidos por cada ente territorial, máxime que el mismo no traslada la solicitud, sino que remite el proyecto de acto administrativo, y en este caso FIDUPREVISORA está imposibilitada tanto para atender la solicitud, como para proceder con el envío de la subsanación del primer proyecto de acto administrativo, lo que implica que la tardanza en dicho trámite se da por acción u omisión de la Secretaría de Educación.  

Pide se revoque el fallo y se desvincule a FIDUPREVISORA de esta tutela, al configurarse una imposibilidad fáctica y jurídica, toda vez que la petición no les fue radicada y ya se cumplió con su obligación; así mismo se requiera al ente territorial para que conteste lo pedido y les remita la subsanación del expediente.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta ciudad, de acuerdo con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 1069/15 y 1983/17.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en la sentencia impugnada, en cuanto tuteló el derecho de petición reclamado por la señora JULIA ROSA VILLEGAS CASTRO. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

Si bien en este caso la señora JULIA ROSA VILELGAS CASTRO concurre ante el juez constitucional por medio de apoderada judicial, con el fin de lograr la protección de sus derechos fundamentales de petición, seguridad social, mínimo vital, debido proceso y acceso a la Administración de Justicia, para que por parte del FOMAG y la Secretaría de Educación de Dosquebradas, se dé cumplimiento a las sentencias judiciales que ordenaron su reliquidación pensional, como lo fue para el a quo y como así lo entiende esta Sala, el derecho fundamental que se observa como quebrantado es el de petición, al no habérsele dado respuesta de fondo a su requerimiento.

Y es que no se aprecia como afectado el mínimo vital, por cuanto se sabe que la señora VILLEGAS CASTRO es pensionada del magisterio y no se indicó que el incremento pensional fuera necesario o urgente para mitigar su situación económica, entendiéndose entonces que los recursos que ostenta le permiten su subsistencia en caso de tener que acudir a la vía ordinaria para obtener el pago de su reliquidación. Así mismo la seguridad social tampoco se aprecia vulnerada, porque pues si bien es un derecho que le asiste a que la pensión le fuera reliquidada para incrementar así su monto, ello ya fue objeto de protección por vía judicial y lo que ahora pretende es su pago, mismo que no puede ordenarse en sede constitucional, al tratarse de un asunto netamente económico. Tampoco existe quebrantamiento del derecho de acceso a la Administración de Justicia, en tanto no se le ha negado a la actora la posibilidad de acudir a la vía judicial ordinaria o incluso a la constitucional para exigir la protección de sus derechos.

En punto entonces del derecho de petición y como así lo ha predicado la Corte Constitucional
, cuando se trata de su protección, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por el quebrantamiento a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo.

El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que responda de manera negativa o positiva respecto del interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión así producida. 

Frente a este tópico, existen lineamientos generales trazados por la Corte Constitucional en lo que hace con el derecho de petición, por ejemplo, en la sentencia T-043/09 se dijo:

“[…] La respuesta al derecho de petición debe ser de fondo, oportuna, congruente y tener notificación efectiva. Reiteración de jurisprudencia. 

Esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorablemente a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole al solicitante. Entonces, si emitida la contestación por el ente requerido, falla alguno de los tres presupuestos finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental […].”
La ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone: ”Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Así mismo, el canon 14 de la referida normativa y en relación con el plazo para dar respuesta a las peticiones, expresa: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción […]”

En el caso objeto de estudio se advierte que le asistía razón a la señora JULIA ROSA VILLEGAS al instaurar la tutela porque en efecto a pesar de haber elevado derecho de petición en febrero 20 de 2018
, hasta el momento de interposición de la acción -junio 29 de 2018- no se le había dado respuesta de fondo, y a la fecha aún la misma no le ha sido resuelta, pese a haber transcurrido algo más de cuatro meses desde su inicial petición.

La información allegada al dossier, en especial lo comunicado por la Secretaría de Educación de Dosquebradas, en el sentido que ya había proferido los actos administrativos respectivos,  dio lugar a que el a quo estimara que en este asunto quien había vulnerado el derecho de petición de manera concreta era el FOMAG, frente a lo cual se muestra en desacuerdo dicha entidad al considerar que en momento alguno la petición les fue radicada a ellos, sino al ente territorial, el cual debe atender el reclamado de la accionante, así como emitir el acto administrativo a que hubiere lugar en relación con el reconocimiento prestacional.

Frente a dichas circunstancias, debe indicarse que en principio le asistiría la razón a la FIDUPREVISORA, en torno a que la petición no fue radicada en esa entidad sino en la Secretaría de Educación de Dosquebradas, y ello lo decimos, por cuanto de lo arrimado al expediente se desprende que fue a esta dependencia municipal a quien se solicitó el cumplimiento de los fallos judiciales que ordenaron la reliquidación pensional.

Vista la situación de manera desprevenida, se podría pensar que el fallo fue equivocado al ordenársele al FOMAG que diera respuesta a tal petición, pero contrario a ello, la Corporación considera que la decisión emitida por el funcionario de primer nivel fue parcialmente correcta y ello lo sostenemos por lo siguiente:

El Decreto 2831 de 2005, por medio del cual se desarrolla el procedimiento que debe surtirse por parte del personal docente para solicitar el reconocimiento y pago de prestaciones sociales y económicas, se evidencia con claridad que el mismo es complejo, y requiere el concurso tanto del ente territorial como de la fiduciaria, por cuanto el primero está obligado a elaborar el proyecto de acto administrativo a que hubiere lugar, y posteriormente la Fiduciaria, quien es la encargada del manejo de los recursos del FOMAG, procede a impartirle aprobación, o indica las razones por las cuales se abstiene de hacerlo. Lo dicho según se encuentra establecido en el artículo 3° del citado estatuto.

Lo anterior comporta que las dos entidades, en el ámbito de sus competencias, deben ejercer actividades de manera armónica, para determinar si un docente cumple con los requerimientos necesarios para hacer efectivo el reconocimiento prestacional. Y tal situación implica que cuando un educador hace entrega de un derecho de petición, como en este caso para reclamar la reliquidación pensional, la labor de definir de fondo el asunto está en cabeza tanto de la Secretaría de Educación de Dosquebradas como de la FIDUPREVISORA como vocera y administradora del FOMAG, con fundamento en la labor articulada que deben realizar.
En el caso objeto de estudio se evidencia que la apoderada de JULIA ROSA VILLEGAS presentó a la Secretaría de Educación de Dosquebradas petición en  febrero 20 de 2018, y frente a tal exigencia se aprecia que dicho ente territorial procedió a su radicación con el número 2018-PENS-535581 de marzo 05 de 2018, siendo enviado a la FIDUPREVISORA para su revisión, de donde regresó en mayo 10 de 2018, pero fue negado. No obstante de ese procedimiento nada se le informó a la accionante.
La decisión proferida por la FIDUPREVISORA es lo que la motiva a indicar que cumplió con su obligación de gestionar la aprobación o no del referido proyecto, al haber sido negado y dispuesta su devolución para que el ente territorial procediera a subsanar lo pertinente, actividad que en su sentir  todavía no ha gestionado la Secretaría de Educación.

Contrario sensu, de la documentación obrante en el dossier, y lo mencionado por el Secretario de Educación de Dosquebradas, lo que se aprecia es que una vez fue recibido el expediente que fuera negado por la FIDUPREVISORA en mayo 10 de 2018, se dispuso su corrección para señalar que se trataba de un fallo contencioso de ajuste a la pensión por aportes, y nuevamente se les remitió tal actuación en mayo 18 de 2018 para el trámite de ley, donde se encuentra “pendiente de estudio” desde junio 13 de 2018, como así se aprecia en la Hoja de Información de Radicación de la FIDUPREVISORA
.
Ello nos permite predicar, contrario a lo señalado por el Vicepresidente del FOMAG al impugnar la tutela, que la entidad no ha atendido el reclamo de la accionante, pues aunque en una primera instancia se negó el trámite y se devolvió a la Secretaría de Educación de Dosquebradas, para las correcciones a que hubiere lugar, allí se acató lo propio, pero no así la FIDUPREVISORA, quien pese a tener nuevamente la documentación desde junio 13 de 2018, a la hora de ahora no ha decidido lo pertinente.
Del anterior podemos establecer que no obstante que la señora VILLEGAS CASTRO elevó petición en febrero 20 de 2018 para el reconocimiento de la reliquidación pensional, con ocasión de los fallos judiciales que le resultaron favorables -de abril 23 de 2015, del Juzgado Primero Administrativo Oral de Descongestión de Pereira, y de abril 21 de 2017 del Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda-, a la fecha no se le ha resuelto la misma.

Y aunque podría indicarse que la Secretaría de Educación de Dosquebradas obró en debida forma al proceder a la radicación y envío del expediente a la FIDUPREVISORA para que se determinara lo pertinente, como así lo consideró el a quo, también tenía la obligación de comunicarle a la accionante cuál era el procedimiento que se le había dado a su solicitud, pero guardó silencio, con lo cual igualmente se vulneró su derecho de petición.

En similar sentido por parte de la FIDUPREVISORA, como vocera y administradora del FOMAG, se incurrió en tal afectación, ya que si bien la petición no les fue radicada de manera directa, si tenían la obligación de informar a la docente cuál es el trámite que se surte, y en este caso, los motivos por los cuales no se le ha resuelto en debida forma su reclamación, lo que hasta el momento no han realizado, máxime cuando en este caso lo que se sabe es que al parecer la entidad territorial desde junio 13 de 2018 les envió nuevamente la documentación respectiva, por lo que la sentencia emitida en su contra ha de confirmarse.

Así las cosas concluye el Tribunal que la providencia proferida por el funcionario de primer nivel ante a la FIDUPREVISORA también debió adoptarse frente a la Secretaría de Educación de Dosquebradas, a consecuencia de lo cual se confirmará parcialmente la providencia, en cuanto se adicionará para proteger el derecho fundamental de petición también vulnerado por dicho ente territorial, a quien se le ordenará también que de no haberlo hecho con antelación, dentro de las 48 horas siguientes a la notificación de la presente sentencia responda desde el ámbito de su competencia la solicitud elevada por la señora JULIA ROSA VILLEGAS en febrero 20 de 2018.

6.- DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA PARCIALMENTE la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), en cuanto amparó el derecho fundamental de petición de la accionante JULIA ROSA VILLEGAS CASTRO, y SE ADICIONA en el sentido de ordenar igualmente a la Secretaría de Educación Municipal de Dosquebradas, que, de no haberlo hecho, dentro de las 48 horas siguientes a la notificación de la presente sentencia responda desde el ámbito de su competencia la solicitud elevada por la señora JULIA ROSA VILLEGAS en febrero 20 de 2018.

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,
WILSON FREDY LÓPEZ
� Sentencia T-149/13.


� Ver folio 12 y ss.


� Ver folio 48.
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